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Radicación Nro.


66001-31-05-002-2014-00557-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Ángel María Perdomo Gómez
Demandados:


Instituto de Seguros Sociales

Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
              Juzgado Segundo Laboral del Circuito

Tema:
CONTRATO LABORAL DE TRABAJADORES OFICIALES/ Primacía de la realidad/ Reliquidación de salarios y cotizaciones al sistema general de pensiones/ Aplicación de las prestaciones reconocidas en la convención colectiva/ Condena a sanción moratoria por actuación de mala fe del empleador/ Terminación del vínculo laboral por vencimiento del término, cuando en realidad el contrato era a término indefinido, constituye despido sin justa causa y genera indemnización  

“De conformidad con el relato de los testigos y teniendo en cuenta lo previsto en el artículo 3º del Decreto 2127 de 1945, los servicios prestados por el señor Ángel María Perdomo Gómez lo fueron bajo una relación de índole laboral con la entidad demandada en calidad de trabajador oficial, pues a pesar de que en el plenario obran varios contratos de prestación de servicios rubricados por las partes entre los extremos señalados líneas atrás, el contrato de trabajo no dejó de serlo por la denominación que a éste se le otorgó.”

“Existiendo, como atrás se dijo el derecho a la nivelación salarial, la diferencia generada entre el 18 de junio de 2011 y el 31 de marzo de 2013, es equivalente a la suma de $21.660.159 y no de $19.177.506 como lo fijó la funcionaria de primer grado (…) sin embargo, como tal decisión no fue objeto de controversia por parte del señor Perdomo Gómez, la misma se mantendrá en aplicación del principio de la no reformatio in pejus.”

“Solicitó el actor en la demanda que con base en el reajuste salarial al que tenía derecho, se hicieran las respectivas cotizaciones al Sistema General de Pensiones, situación que es de recibo por parte de la Sala, por lo que se ordenará, tal y como lo hizo la falladora de primera instancia, que el ISS haga los respectivos aportes teniendo en cuenta los salarios que como Profesional Universitario debía devengar.”

“(…) debe reconocerse que al actor le es aplicable la convención colectiva de trabajo suscrita entre el ISS y el sindicato de sus trabajadores, toda vez (…) en ella consta el reconocimiento expreso por parte del ISS en su artículo 3º de que los beneficios convencionales le son aplicables a la totalidad de sus trabajadores oficiales, afiliados o no afiliados al Sindicato Nacional de Trabajadores de la Seguridad Social, siempre y cuando éstos últimos (…) no hayan renunciado expresamente a dichos beneficios; situación de la cual no hay prueba en el expediente.”

“(…) fue contratado por el ISS en Liquidación para desempeñar (…) actividades propias de un trabajador de planta, que tales labores no fueron efectuadas por un periodo corto de tiempo (…) situaciones estas que permiten establecer que el ISS no actuó de buena fe, pues prorrogó una relación contractual bajo una denominación que lo que realmente hacía era desconocer los beneficios propios que ostentaba un Profesional Universitario de planta.”

“(…) señala el inciso 1º del artículo 5º convencional, que para dar por terminado unilateralmente un contrato de trabajo, solo se podrá hacer con base en las justas causas debidamente comprobadas y establecidas en el artículo 7º del Decreto Ley 2351 de 1965, con previo cumplimiento de lo contemplado en el artículo 1º del mismo Decreto y de lo previsto en el inciso 16 del artículo 108 de la convención colectiva, sin embargo, al revisar el expediente se evidencia que el Instituto demandado dio por finalizada la relación laboral al considerar que se trataba de un contrato de prestación de servicios regulado por el artículo 32 de la Ley 80 de 1993 y que por ello tan solo bastaba que expirara el plazo establecido en él, motivo éste que configuró un despido sin justa causa, por no haberse presentado el trámite señalado convencionalmente; por lo que habrá de condenarse al ISS a cancelar (…) indemnización por despido sin justa causa (...)”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA
Hoy, treinta de marzo de dos mil dieciséis, siendo las tres y quince minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 2 de febrero de 2016, dentro del proceso promovido por el señor ANGEL MARIA PERDOMO GÓMEZ en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2014-00557-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Ángel María Perdomo Gómez que la justicia laboral declare que entre él, en calidad de empleado, y el Instituto de Seguros Sociales existió una relación laboral entre el 10 de noviembre de 2009 y el 31 de marzo de 2013, y como consecuencia de ello se condene a la entidad demandada a pagar la diferencia del salario devengado por un empleado de planta, con las mismas funciones, el incremento adicional, las cesantías y sus intereses, la sanción por no consignación de las cesantías y por el no pago de sus intereses, primas de servicio, compensación por vacaciones, primas de vacaciones, auxilio de transporte, lo cancelado al sistema general de pensiones, primas técnicas, la indemnización moratoria prevista en el Decreto 797 de 1949, lo que resulte probado extra y ultra petita, indemnización por despido sin justa causa, la indexación de cada una de las sumas reconocidas y las costas procesales a su favor.

Fundamenta sus pretensiones en que prestó sus servicios personales bajo la continuada dependencia y subordinación de la entidad demandada, como profesional universitario desde el 10 de noviembre de 2009 y el 31 de marzo de 2013; que la ejecución del vínculo se dio bajo supuestos contratos de prestación de servicios; que el horario de trabajo que desempeñaba era de 8:00 am a 12:00 m y de 1:00 pm a 5:00 pm; sostiene que cumplió a cabalidad con todas las funciones encomendadas; que era él quien pagaba la seguridad social en salud y pensiones; que es beneficiario de la convención colectiva suscrita por el ISS y el sindicato de sus trabajadores; que el contrato de trabajo fue terminado sin justa causa. Finalmente señaló que presentó reclamación administrativa ante la entidad demandada el 18 de junio de 2014, la cual fue respondida por la entidad demandada mediante oficio Nº 11000-001586 de 1º de julio de 2014, negando los derechos reclamados.

Al contestar la demanda -fls.455 a 461- el Instituto de Seguros Sociales en Liquidación aceptó que entre esa entidad y el demandante existió una relación contractual sostenida entre el 10 de noviembre de 2009 y el 31 de marzo de 2013, ejecutada bajo varios contratos de prestación de servicios. Frente a los demás hechos manifestó que no eran ciertos. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Pago total de la deuda”, “Cobro de lo no debido”, “Enriquecimiento sin causa”, “Buena fe”, “Prescripción” y “Declaratoria de otras excepciones”.

En sentencia de 2 de febrero de 2016, la funcionaria de primer grado de conformidad con las pruebas allegadas al proceso, estableció que no se presentaron los presupuestos para catalogar los servicios prestados por el accionante bajo los parámetros de la ley 80 de 1993, pues de acuerdo con el principio de la primacía de la realidad lo que realmente se dio entre las partes fue una relación de índole laboral; por tales razones declaró la existencia de un contrato de trabajo entre el señor Ángel María Perdomo Gómez en calidad de trabajador oficial y el ISS, el cual inició el 10 de noviembre de 2009 y finalizó el 31 de marzo de 2013 sin justa causa.
Como consecuencia de lo anterior y al aplicarle la convención colectiva de trabajo vigente para la época en que desempeñó sus funciones el demandante, condenó a la entidad accionada a pagar a favor del señor Perdomo Gómez las siguientes sumas de dinero: $19.177.506 por concepto de diferencia salarial, $4.996.450 por concepto de prima de servicios, $4.146.905 por concepto de vacaciones, $9.969.710 por concepto de cesantías, $578.361 por concepto de intereses a las cesantías, $6.002.206 por concepto de prima técnica; haciendo claridad que todos aquellos derechos causados con anterioridad al 18 de junio de 2011 se encuentran cobijados por el fenómeno de la prescripción, excluyendo las cesantías y las vacaciones.
De la misma manera encontró la a quo que el ISS no acreditó la buena fe exenta de culpa, por lo que la condenó a reconocer y pagar la suma de $98.489,33 en razón de un día de salario por cada día de retardo a partir del 1º de julio de 2013 hasta que se efectúe el pago total de la obligación, por la indemnización del Decreto 797 de 1949 hasta que se efectúe el pago total de la obligación.

Igualmente condenó al ISS a cancelar la suma de $11.998.954,81 por concepto de indemnización por despido sin justa causa; así como el pago por concepto de cotizaciones al Sistema General de Pensiones en el fondo en el que se encuentre afiliado el actor, sobre las diferencias salariales que fueron reconocidas en el proceso.

Finalmente declaró que al encontrarse liquidado el ISS, quien debe responder por las condenas es la entidad designada como administradora del patrimonio autónomo de remanentes del ISS, que para el momento es la Fiduagraria S.A.
No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado condenado el Instituto de Seguros Sociales, se dispuso a su favor el grado jurisdiccional de consulta.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURÍDICOS:

¿Existió entre el señor Ángel María Perdomo Gómez y el Instituto de Seguros Sociales en Liquidación un verdadero contrato de trabajo?

De ser afirmativa la respuesta el interrogante anterior ¿Tiene derecho el accionante a que se la reconozca la diferencia entre el salario devengado y el que recibía una persona de planta con las mismas funciones?

¿Bajo qué normatividad deben ser liquidadas las eventuales prestaciones sociales y beneficios a que tendría derecho el demandante?

¿Hay lugar a condenar al ISS a reconocer y pagar la indemnización prevista en el Decreto 797 de 1949?
¿Tiene derecho el señor Ángel María Perdomo Gómez que se le reconozca y pague la indemnización por despido sin justa causa?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

EL CONTRATO DE TRABAJO EN LOS TRABAJADORES OFICIALES

Establece el artículo 2º del Decreto 2127 de 1945 por medio del cual se reglamentó la Ley 6ª de 1945, que para que haya contrato de trabajo se requiere que concurran tres elementos a saber: i) La actividad personal del trabajador realizada por sí mismo, ii) La dependencia del trabajador respecto del patrono, la cual otorga a éste la facultad de imponerle un reglamento, darle órdenes y revisar su cumplimiento, la cual debe ser prolongada, y no instantánea, ni simplemente ocasional, y, iii) El salario como retribución al servicio.
De acuerdo con lo señalado precedentemente, prevé el artículo 3º de ese cuerpo normativo, que el contrato de trabajo no deja de serlo por virtud del nombre que se le dé, ni de las condiciones peculiares del patrono, ni de las modalidades de la labor, ni del tiempo que en su ejecución se invierta, ni del sitio donde se realice así sea el domicilio del trabajador, ni de la naturaleza de la remuneración, ni del sistema de pago u otras circunstancias cualquiera. 
EL CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión que el señor Ángel María Perdomo Gómez prestó sus servicios a favor del Instituto de Seguros Sociales entre el 10 de noviembre de 2009 y el 31 de marzo de 2013, toda vez que tales circunstancias fueron aceptadas por el Instituto de Seguros Sociales en la contestación de la demanda –fls.455 a 461-.
Lo que es materia de verificación inicialmente, es si tal relación fue regida bajo los parámetros de un contrato de trabajo tal y como lo dispone el artículo 2º del Decreto 2127 de 1945; y para ello fueron solicitados por la parte demandante los testimonios de las señoras Luz Stella Oviedo Londoño, Ana Cristina Ocampo Blandón y el señor Uriel de Jesús Arenas Rojas quienes concordaron en manifestar que conocieron al señor Ángel María Perdomo Gómez en virtud a los servicios por ella prestados en favor del ISS entre los años 2009 y 2013; sostuvieron que las funciones por él desempeñadas eran las de un profesional universitario y que le correspondía realizar todas las actividades que tenían que ver con la liquidación de la nómina del ISS, reliquidación de las prestaciones económicas de los afiliados, cumplimiento de las sentencias judiciales, revisar factores salariales y verificar cuotas partes pensionales entre otras; que para desempeñar esas labores tenía que cumplir un horario de lunes a viernes de 8 am a 12 m y de 2:00 pm a 6:00 pm; que a pesar de tener un contrato de prestación de servicios no se podía ausentar de las oficinas del ISS sin previa autorización del Jefe de Recursos Humanos Henry Herrera, quien era su jefe inmediato, pues de hacerlo se le hacían los respectivos llamados de atención; aseguran que para poder ausentarse de las instalaciones del ISS debía solicitar el respectivo permiso; que siempre estuvo bajo la continuada dependencia y subordinación de la entidad demandada a través de su jefe inmediato y del Gerente de la Seccional; sostuvieron que la única diferencia entre el accionante y un Profesional Universitario de planta era de índole salarial y prestacional y finalmente informaron que todos los elementos utilizados por el actor eran de propiedad del ISS.
De conformidad con el relato de los testigos y teniendo en cuenta lo previsto en el artículo 3º del Decreto 2127 de 1945, los servicios prestados por el señor Ángel María Perdomo Gómez lo fueron bajo una relación de índole laboral con la entidad demandada en calidad de trabajador oficial, pues a pesar de que en el plenario obran varios contratos de prestación de servicios rubricados por las partes entre los extremos señalados líneas atrás, el contrato de trabajo no dejó de serlo por la denominación que a éste se le otorgó.
En cuanto a la reliquidación de los salarios, debe decirse que tal pretensión es procedente, toda vez que ha quedado demostrado en el proceso que el accionante ostentó la calidad de trabajador oficial del ISS y adicionalmente porque en cada uno de los 7 contratos de prestación de servicios visibles a folios 24 a 34 se advierte que se ha vinculado al accionante en calidad de Administrador de Empresas e igualmente porque los testigos fueron contestes en señalar que éste siempre cumplió funciones en esa calidad.

Así las cosas, al observar el oficio Nº 5345 de 21 de julio de 2013 –fl.40- por medio de la cual el ISS certificó los salarios destinados para un Profesional Universitario de Planta entre los años 2009 a 2013, se encuentra que los mismos resultan superiores a los devengados efectivamente por el demandante, por lo que se liquidará la diferencia causada a su favor; no sin antes advertir que en este punto de la sentencia, se hace necesario abordar el tema de la prescripción, debido a que la entidad accionada la presentó como una excepción de mérito y en ese sentido se encuentra que todos los derechos causados con anterioridad al 18 de junio de 2011 se encuentran cobijados por el fenómeno de la prescripción, dado que la reclamación administrativa fue presentada en la misma calenda del año 2014 –fls.55 a 67-; exceptuando el auxilio de las cesantías y la compensación por vacaciones, pues respecto a la primera el término sólo empieza a contabilizarse desde el momento en el que expiró el contrato y frente al segundo porque de conformidad con lo expresado en el artículo 23 del Decreto 1045 de 1978 éstas prescriben en cuatro años contados a partir de la fecha en que se haya causado el derecho.
Existiendo, como atrás se dijo el derecho a la nivelación salarial, la diferencia generada entre el 18 de junio de 2011 y el 31 de marzo de 2013, es equivalente a la suma de $21.660.159 y no de $19.177.506 como lo fijó la funcionaria de primer grado; tal y como se observa en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión a esta audiencia y en donde constaran todas las operaciones que han de efectuarse en esta providencia, sin embargo, como tal decisión no fue objeto de controversia por parte del señor Perdomo Gómez, la misma se mantendrá en aplicación del principio de la no reformatio in pejus.
De otro lado, debe reconocerse que al actor le es aplicable la convención colectiva de trabajo suscrita entre el ISS y el sindicato de sus trabajadores, toda vez que ésta se ve a folios 363 a 431 con su respectiva nota de depósito y en ella consta el reconocimiento expreso por parte del ISS en su artículo 3º de que los beneficios convencionales le son aplicables a la totalidad de sus trabajadores oficiales, afiliados o no afiliados al Sindicato Nacional de Trabajadores de la Seguridad Social, siempre y cuando éstos últimos, es decir, los trabajadores no afiliados al Sindicato, no hayan renunciado expresamente a dichos beneficios; situación de la cual no hay prueba en el expediente.

De acuerdo con lo anterior, se procederá a liquidar las prestaciones reconocidas en el curso de la primera instancia, teniendo en cuenta los salarios devengados por un Profesional Universitario.
PRESTACIONES RECONOCIDAS CON BASE EN LA CONVENCION COLECTIVA DE TRABAJO
VACACIONES 

El accionante prestó sus servicios entre el 10 de noviembre de 2009 y el 31 de marzo de 2013, esto es, 3 años 4 meses y 21 días, por lo que de conformidad con lo señalado en el artículo 48 de la convención, tiene derecho a que se le reconozcan quince días hábiles de vacaciones por cada año y proporcionalmente por fracción, siendo pertinente recordar en este momento, que según lo señalado en el artículo 23 del Decreto 1045 de 1978, el demandante tenía el término de 4 años para reclamar la mencionada compensación, a partir del momento en que se causó cada periodo vacacional, por lo que al haberse presentado la reclamación administrativa el 18 de junio de 2014, ningún periodo vacacional está cobijado por la prescripción. Por lo expuesto habría lugar a reconocer la suma de $5.010.645 y no la suma de $4.146.905, sin embargo, como esa decisión tampoco fue objeto de apelación por parte del señor Perdomo Gómez, la misma se mantendrá.
PRIMA DE SERVICIOS

Tiene derecho el demandante a que se le reconozcan por esta prestación económica dos primas de servicios al año, equivalente cada una a quince días de salario, según lo establecido en el artículo 50 de la mencionada convención colectiva de trabajo, recordando que aquellas que se hayan causado con anterioridad al 18 de junio de 2011 se encuentran cobijadas por el fenómeno prescriptivo, tal y como se indicó en párrafos anteriores, teniendo derecho a que se le reconociera la suma de $6.414.928 y no la suma de $4.146.905, pero como esa condena tampoco fue objeto de controversia por la parte actora, también se mantendrá.

EL AUXILIO DE CESANTÍA

De conformidad con lo establecido en el artículo 62 de la convención, las cesantías se deben liquidar teniendo en cuenta la asignación básica mensual, la prima de vacaciones y de servicios legal o extralegal, horas extras, recargos nocturnos, dominicales y feriados, auxilio de alimentación y transporte y los viáticos. 
En ese sentido, al liquidar la prestación económica con base en la asignación básica y la prima de servicios convencional, se obtiene que el demandante tendría derecho a que se le reconociera la suma de $10.234.556 y no la suma de $9.969.710 reconocida en la primera instancia, no obstante, como dicha condena tampoco fue recurrida por la parte accionante, la misma se conservará.
INTERESES A LAS CESANTÍAS
En vista de que la prestación del servicio inició en el año 2009, las cesantías del trabajador, según el artículo 62 convencional no se guían por el sistema de retroactividad, sino por el de liquidación anual generando sobre cada anualidad, intereses al 12% lo que representaría un valor de $757.532 causados entre el 18 de junio de 2011 y el 31 de marzo de 2013 y no la suma de $536.338 reconocidos por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, pero como esa condena no fue objeto de controversia por parte del señor Perdomo Gómez, también se mantiene. 
PRIMA TECNICA 

El artículo 41A de la convención colectiva de trabajo establece que a partir del 1º de enero de 2002 se reconocerá y pagará una prima técnica para los cargos de profesionales no médicos, equivalente al 10% de la asignación básica mensual para los cargos de profesionales generales y del 12% para los cargos de profesionales especialistas. Como en el presente ordinario laboral se acreditó que el señor Ángel María Perdomo Gómez prestó sus servicios como Administrador de Empresas en el Departamento de Recursos Humanos del ISS, esto es, un profesional no especializado; tendría derecho a que se le reconociera por esta prestación la suma de $6.114.776 causada entre el 18 de junio de 2011 y el 31 de marzo de 2013 y no la suma de $6.002.206, pero como tal decisión no fue recurrida por la parte actora, también se conservará.
SANCION MORATORIA DEL DECRETO 797 DE 1949
Ha sido pacifica tanto la jurisprudencia nacional como la local, en manifestar que este tipo de sanciones no opera de manera automática, pues en cada caso debe analizarse con el fin de determinar si se dan los presupuestos necesarios para acceder a dicha pretensión.

En el presente asunto el señor Ángel María Perdomo Gómez fue contratado por el ISS en Liquidación para desempeñar las funciones de un Profesional Universitario, es decir, para realizar las actividades propias de un trabajador de planta, que tales labores no fueron efectuadas por un periodo corto de tiempo, por el contrario, la misma se mantuvo por 3 años 4 meses y 21 días; situaciones estas que permiten establecer que el ISS no actuó de buena fe, pues prorrogó una relación contractual bajo una denominación que lo que realmente hacía era desconocer los beneficios propios que ostentaba un Profesional Universitario de planta.
Por lo anteriormente expuesto, hay lugar a reconocer a título de indemnización moratoria prevista en el Decreto 797 de 1949, en razón de un día de salario por cada día de retardo, a partir del 1º de julio de 2013, la suma de $98.489,33, como se estableció en primera instancia.

PAGO DE LAS COTIZACIONES AL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES 
Solicitó el actor en la demanda que con base en el reajuste salarial al que tenía derecho, se hicieran las respectivas cotizaciones al Sistema General de Pensiones, situación que es de recibo por parte de la Sala, por lo que se ordenará, tal y como lo hizo la falladora de primera instancia, que el ISS haga los respectivos aportes teniendo en cuenta los salarios que como Profesional Universitario debía devengar.

INDEMNIZACION POR DESPIDO SIN JUSTA CAUSA

Para determinar si el contrato fue concluido correctamente por parte del ISS en Liquidación, es preciso manifestar que el inciso 3º del artículo 5º de la convención colectiva de trabajo señala que los trabajadores oficiales que sean vinculados al ISS lo harán por medio de un contrato de trabajo a término indefinido, razón por la cual la relación laboral que ostentó el demandante con la entidad accionada entre el 10 de noviembre de 2009 y el 31 de marzo de 2013 lo fue bajo tal modalidad.

Ahora bien, señala el inciso 1º del artículo 5º convencional, que para dar por terminado unilateralmente un contrato de trabajo, solo se podrá hacer con base en las justas causas debidamente comprobadas y establecidas en el artículo 7º del Decreto Ley 2351 de 1965, con previo cumplimiento de lo contemplado en el artículo 1º del mismo Decreto y de lo previsto en el inciso 16 del artículo 108 de la convención colectiva, sin embargo, al revisar el expediente se evidencia que el Instituto demandado dio por finalizada la relación laboral al considerar que se trataba de un contrato de prestación de servicios regulado por el artículo 32 de la Ley 80 de 1993 y que por ello tan solo bastaba que expirara el plazo establecido en él, motivo éste que configuró un despido sin justa causa, por no haberse presentado el trámite señalado convencionalmente; por lo que habrá de condenarse al ISS a cancelar como indemnización por despido sin justa causa la suma de $11.991.077 de conformidad con lo indicado en el literal b) del inciso 1º del artículo 5º de la convención colectiva de trabajo y no la suma de $11.998.954,81 fijada por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito.
De acuerdo con lo manifestado a lo largo de la providencia, se modificará el ordinal quinto de la sentencia proferida el 2 de febrero de 2016.
Con lo dicho ha quedado resuelto el grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor de la entidad accionada. 
Costas en esta instancia no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR el ORDINAL QUINTO de la sentencia proferida por el 2 de febrero de 2016, el cual quedará así:

“QUINTO. CONDENAR al extinto ISS donde actualmente actúa como administrador y vocera del patrimonio autónomo de remanentes PAR ISS la FIDUAGRARIA S.A., a pagar a favor del demandante la suma de $11.991.077 por concepto de indemnización por despido sin justa causa.”.
SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia que por consulta se ha conocido.
Sin costas en esta instancia.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
  ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
LEONARDO CORTÉS PÉREZ
Secretario
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